
 

     

                                                                          

                        

 

 

SIGCMA 

Ubicación  43719-10 
Condenado MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ 
C.C # 80809093 

 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 27 de Julio de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del 
QUINCE (15) de JUNIO de DOS MIL VEINTITRES (2023), por el término de dos 
(2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 
dia 28 de Julio de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación del 
recurso. 
 

 
SANDRA MARCELA BECERRA SARMIENTO 

SECRETARIA (E) 
 
 
Ubicación  43719 
Condenado MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ 
C.C # 80809093 

 
 
 
 
CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN 
 
A partir de hoy 31 de Julio de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de 
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 1 de Agosto 
de 2023. 
 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó escrito. 
 

 
SANDRA MARCELA BECERRA SARMIENTO 

SECRETARIA (E) 
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Condenado MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ C.C. snRflQnQl

Delito SECUESTRO EXTORSIVO - HURTO CALIFICADO AGRAVADO

Decisión NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL
Reclusión COMPLEJO PENITENCIARIO Y CARCELARIO

METROPOLITANO DE BOGOTA COMEB
Normatividad Lev 906 de 2004 ñ.if

JUZGADO DECIMO DE EJECUCION DE PENAS Y
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTA^D^ C.

Calle 11 No 9A 24 Kaysser/ Teléfono: 2847266^#.,
ejcplO bt@cencloj.r¿majud(daI.gov.co5;N'̂ '

Bogotá, D. C., quince (15) dejuniodedos m¡lveintiti^42023).IIS'''̂ ^,
^' si

ASUNTO A DECIDIR 4
.. . ta

Se pronuncia el Despacho en tofnpi-e>la";:solicitud de libertad condicional a favor del
penado MIGUEL ANDRÉS CELY '̂MÁRTÍÑÉZ, conforme la documentación remitida
para tal fin, mediante oficio N° 113-:GÓMÉB-AJUR-0734 de 25 de mayo de 2023, por
parte del COMPLEJO ..PENrTENCMlÚO Y CARCELARIO METROPOLITANO DE
BOGOTÁ-COMEB.

ANTECEDENTES

I. La Sentencia y. Actuaciones Relevantes

Conifal(Oj,de 25 de enero de 2008, el Juzgado Séptimo Penal del Circuito Especializado
de Bogotá, condenó a MIGUEL ANDRES CELY MARTÍNEZ, a la pena principal de
306 rneses de prisión, multa de 5.100 salarios mínimos legales mensuales vigentes,
y a.^^áccesoria de inhabilitación parael ejercicio de derechos yfunciones públicas, por
un||ei1ddo de 20 años, como autor responsable del delito de secuestro extorsSvo
agravado, en concurso con el delito de hurto calificado agravado tentado;
negándole el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la
prisión domiciliaria.

Fallo confirmado por la Sala PenaldelTribunal Superiordel Distrito Judicial de Bogotá,
mediante providencia de 8 de agosto de 2008.

La Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Penal, mediante providencia de 26 de
marzo de 2009, inadmitió la demanda de casación.

II, Tiempo purgado de la pena

MIGUELANDRES CELY MARTINEZ se encuentra privado de la libertad por razón de
este proceso desde el 14 de mayo de 2007, completando a la fecha 193 meses y 1
día de prisión.

Asu vez, se le ha reconocidoredención de pena de 54 meses y 8.25 días, en los autos
relacionados a continuación:

- 26 de agosto de 2009, 21 días.
- 9 de junio de 2014,14 meses y 9 días.
- 19 de diciembre de 2016, 9 meses y 11,5 días.
- 5 de junio de 2017,9 meses y 27 días.
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- 21 de diciembre de 2018, 6 meses y 25.25 días.
- 23 de marzo de 2023, 9 meses y 26,5 días.
- Auto separado de la fecha, 3 meses y 8 días.

Sumado el tiempo de detendón físicacon el reconocidopor redenciónde pena, arroja un
total de 247 meses y 9.2S días, como tiempo purgado de la pena impuestá^en'^este
asunto.

I. Problema Jurídico
CONSIDERACIONES

Se ocupa el Despacho de establecer si MIGUEL ANDRÉS^CÉlCy^ARTÍNEZ, cumple
con las exigencias previstas en la Ley para la concesión délíBeneflcio de la libertad
condicional.

II. Normatividad aplicable

Acorde con elartículo 64 del C.P.,,rn6difíca'do por el artí^fo 30 dela ley 1709 de 2014,
paraacceder a la libertad condidóñaXesrnéesario cumplir los requisitos previstos en
lossiguientes términos:

"iféWM'
Artículo 64. Ubertad;cohdlclonal. El Juevprevia valoración de la conducta punible, concederá la
libertad condiciónal a la'persona condeháúáa pena privativa de la libertadcuando haya cumplido
con los sigulencés requisitos:

1.Que la persona haya'cuiTip^do las tres quintas (3/5) partes de la pena.
2.,Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro

.'fdeireclusf¿n pemiitá suponer fundadamente que no existe necesidadde continuar la ejecución de
[a. pena. X'

Y'
3.< Que demuestre arraigo familiar y social.

^ Corresponde al juez competente para concederla libertad condicional establecer, can todos los
|t«|eméntos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.

í'En todo ceso su concesion estara supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del
pago de la Indemnización mediante garantía personal, r«al, bancariao acuerdode pago, salvoque
se demuestre insolvencia del condenado.

El tiempo que Falce para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando
este sea inferior a tres años, el Juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto Igual, de considerarlo
necesario.

A su vez, la Ley 1121 de 2006, en su artículo 26, preceptúa:

ARTÍCULO 26. EXCLUSIÓN DEBENEFICIOS Y SUBROGADOS. Cuando se b^te de delitos de
terrorismo, financiaciónde terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán
las rebajas de pena por sentencia anticipada yconfesión, ni seconcedei^n subrogados penales o
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o
suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condltíonal. Tampoco a la prisión
domiciliarla como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficioo subrogado legal,
judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de
Procedimiento Penal, siempre que esta sea eñcaz. (Negrillas del despacho).

III. Caso Concreto

De la lectura del citado artículo se advierte que para acceder a la libertad condicional
se requiere: i) un tiempo de privación efectiva de la libertad - tres quintas partes de
la pena-, ii) un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento
penitenciario, iii) la acreditación del arraigo ^miliar y social del penado, Iv) la reparación
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a la víctima o el aseguramiento de ese pago, y todo ello, v) previa valoración de la
conducta punible cometida por el sentenciado.

Así las cosas, corresponde al Juzgado ejecutor de la pena verificarel cumplimiento de
los parámetros allí previstos, los cuales se aclara son acumulativos y no altemaMvos,
de manera que el incumplimiento de una sola de estas exigencias da lugar-aínegar el
beneficio pretendido.

Respecto del primer re^quisito de orden objetivo, tenemos queel condengdo:iMÍGÜÉL
ANDRÉS CELY MARTÍNEZ cumple con la exigencia de las 3^5 partes de'Ta:pena|de
306 meses de prisión, equivalente a 183 meses y 18 díasllpues como sejañpto en
precedencia, ha purgado privado de la libertad un total dej2fií£m$ses y 9.25'(lías.

En cuanto a la segunda exigencia, relativa al buen cpmportáinléñto del sentenciado
durante el tiempo de reclusión, se allegó la Resolüci(5ll^N''\2073;;dél 25 de mayo de
2023, mediante la cual el Consejo de Disciplinav. E)^ON del COMPLEJO
PENITENCIARIO Y CARCELARIO METROPOLITANO DE BÓGOTÁ-COMEB, otorgó
resolución favorable al interno MIGUEL ANDRÉS CELY'MARTÍNEZ, para su libertad
condicional; aspecto que evidencia que ha.observado conducta "ejemplar" durante su
tratamiento intramural.

No obstante lo anterior, se advierte que en el caso del penado MIGUELANDRÉS CELY
MARTÍNEZ, se aplica la exclusión del beneficio consagrado en el citado artículo 26de
la Ley 1121 de 2006.

Lo anterior, por cuanto dicha normatividad entró en vigencia el 30 de diciembre de
2006, esto es, con antelación al desarrollo de los hechos que dieron origen a este
proceso, los cuales tuvieron ocurrencia el 14 de mayo de 2007, por lo que no cabe
duda resulta aplicable en este evento, y siendo elloasí, ningúnsubrogado procede por
expresa exclusión del legislador, el cual dentro de sus facultades y bajo las regias de
políticacriminal, consideró que no procedía el beneficio de la libertad condicionalpara
un grupo determinado delitos, entre ellos, el punible de secuestro extorsivo.

Entonces, como quiera que el sentenciado MIGUEL ANDRÉS CELY MARTÍNEZ fue
condenado por el delito de secuestro extorsivo, uno de los punibles para los que se
prohibe, entre otros beneficios, en el reconocimiento de la libertad condicional,
imperativo resulta negar la solicitud liberatoria, de conformidad con lo consagrado en
la norma transcrita, sin necesidad de entrar en mayores elucubraciones.

Por lo expuesto, el JUZGADO DECIMO DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE
SEGURIDAD DE BOGOTA D. C,

RESUELVE

NEGAR la libertad condicional a MIGUEL ANDRÉS CELY MARTÍNEZ, por las razones
expuestas en la parte motiva de este proveído.

Contra la presente decisión proceden los recursosde reposición y de apelación.
NOTIPÍQUESE y CÚMPLASE,

RA PATRICIAGUARÍN FORÉR
J u e z a
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RECIBE COPIA DEL AUTO NOTIFICADO
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JUZGADO DÉCIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BOGOTÁ D. C.
Calle 11 No 9A 24 / Edificio Kaysser / Teléfono: 2847266

e1cDlObt@cendoi.ramaíudicial.aov.CQ.

, ^ íS!,
Bogotá, D. C., dieciocho (18) de julio de dos mil \^fntitre\^20231

El 17 de juliodel año en curso, se recib^éh el despaclliiJ^Qnstlncia secretarial emitida
por el Centro de Servicios AdminlitfSfivos de estos jíizgádos, mediante la cual esa
sección le informa ai juzgado cfilJie abstiene de correr los traslados de Ley del
recurso de reposición y en subsid|||a|iiepciSn interpuesto por el condenado MIGUEL
ANDRES CELY MARTINEZ, puest&fqüéj'el sentenciado en su escrito ataca la decisión
que le niega la libertadí:¿ándicional/^ esávsituación no concuerda con la fecha del auto
de 16 de junio dj!^,^3j^pjroveído cor^^el-que el despacho resolvió no reponer el auto
emitido el 27 d^|^n^de:2023, mediante el cual se negó ese beneficio, y concedió el
recurso de apeiaclBnlíhMrpu^sto subsidiariamente ante el fallador.

Re^gjga la actua^íjignjeiiciespacho verifica que el auto que le negó el beneficio de
iibefta^jondicionafajlSndenado, fue emitido por el juzgado el 15 de junio de 2023,
y que^ljc|fa 16 de ese mes y año, se profirió el proveído que decidió no reponer el
auto aef23 de abril de 203, y conceder en el recurso de apelación ante el fallador.

f

^gíp||dé la lectura y contexto del escrito presentado por el sentenciado MIGUEL
ANDRES CELY MARTINEZ, por medio del cual sustenta el recurso, resulta claro que
la impugnación va dirigida contra el auto de 15 de junio de 2023, que le negó el beneficio
de libertad condicional, y no contra el proveído del día 16 de ese mismo mes y año, que
no repuso el auto de 27 de abril de 2023.

Conforme lo anterior, con el fin de salvaguardar los derechos al debido proceso y
contradicción del condenado, a la economía procesal y pronta y eficaz administración
de justicia, el despacho ordena a la Secretaría 2 del Centro de Servicios
Administrativos de esta especialidad, dar trámite de manera prioritaria al recurso
presentado y sustentado oportiunamente por el sentenciado MIGUEL ANDRES CELY
MARTINEZ, el cual se tendrá como interpuesto contra el auto de 15 de junio de 2023,
que le negó la libertad condicional

ENTÉRESE Y CÚMPLASE,

Uvr

RA PÁtRiCIÁ GUARÍH FÓReSí
J u e z a



 

 

 

 

Bogotá D.C, julio 13 de 2023. 

 
SEÑORES: 

JUEZ 10 DE E.P.M.S DE BOGOTÁ 

OFICINA JURIDICA COMEB 

 

Referencia: Reposición y apelación, inciso cuarto del artículo 194 de La ley 600 del 

2000 dentro del artículo 480 del código penal, dentro del auto 15 de junio de 2023 

rad. 2007-03598-00 donde me niega la libertad condicional, recurso de súplica 

conforme lo habla el artículo 331-332-101 del código penal. Solicitud de libertad 

condicional valoración de la conducta punible no es razón suficiente para negar la 

concesión del subrogado penal ley 599 de 2000 artículo 64 reforma al artículo 30 de 

la ley 1709 de 2014 AP2977-2022(61471). Sentencia C-757 de 2014 y C-194105. 

Proceso N° 11001-31-07-007-2007-03598-00. 

 
Proceso N° 11001-31-07-007-2007-03598-00. 

 

Cordial saludo. 

 
MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ, identificado con C.C N° 80.809.093, muy 

respetuosamente me dirijo a ustedes para presentar esta reposición y apelación con 

recurso de súplica para libertad condicional con normas jurídicas aplicables al 

proceso ley 599 de 2000 artículo 64 reformado artículo 30 parcial de la ley 1709 de 

2014 con favorabilidad a lo ordenado en las sentencias C-757 de 2014 y C-194 de 

2005, AP29772022(61471). Por el derecho al debido proceso artículo 29 de la 

Constitución Nacional. 



 

 

 

 

En fecha 14 de marzo del 2023 presenté mi libertad condicional con el perdón 

público y la prescripción de la multa en fecha 27 de abril del 2023 el señor juez me 

niega la libertad condicional por la conducta punible por los hechos cometidos 

dentro de esta sentencia condenatoria. En las cuales en respuesta del cobro 

coactivo el 28 de marzo del 2023 el artículo cuarto modificado por el artículo tercero 

de la ley 1709 del 2014 las penas medidas de seguridad el párrafo primero en ningún 

caso el goce efectivo el derecho a la libertad aplicación del mecanismo sustantivo a 

la pena privado de la libertad o cualquier medio otro beneficio judicial administrativo 

podrá estar concedido el pago a la multa. 

 
El artículo 64 de la ley 599 del 2000 reformado con el artículo 30 de la ley 17 09 y 

la ley 1121 del 2006 el artículo 26 que me excluye mi beneficios administrativos por 

la conducta ponible dentro de mi sentencia condenatoria pero tenga en cuenta señor 

honorable juez que la honorable corte suprema de justicia con favorabilidad la ley 

600 y al artículo 79 del artículo 13 de la Constitución nacional y a la ley 890 del 2004 

numeral quinto he tenido un tratamiento penitenciario carcelario conforme lo habla 

el artículo 121 de la ley 65 de 1993 y los artículos 100 101 y 99 con la resolución 

6349 del 2016 en las clasificación de fases que he tenido dentro de esta sentencia 

condenatoria como resocialización dentro de mi sentencia condenatoria es contado 

he tenido un tratamiento de clasificación de fases pido que por derecho al debido 

proceso y a la igualdad me sean parada mi libertad a mi resocialización que he 

tenido dentro de esta sentencia condenatoria. 

 
Precedentes jurisprudenciales: 

Corte constitucional sentencia T-64117 de octubre 2017 MP Antonio José Lizarazo 

Ocampo. 



 

 

 

 

Corte constitucional sentencia C-757 15 de octubre de 2014 MP Gloria Stella Ortiz 

Delgado. 

Corte suprema de justicia rad6 1471 api 29 77 12 de julio de 2022 MP Fernando 

León Bolaño. 

Corte suprema de justicia rad.61616ap 334 8 de 27 de julio de 2022 MP Fabio 

Espitia Garzón. 

Corte suprema de justicia Herrera de punto 10764 4 del 19 de noviembre de 2019 

MP Patricia Salazar Cuéllar.  

Corte suprema de justicia rad 12 71 18 STP 14891 de 01 de noviembre 2022 MP 

José Francisco Acuña Vizcaya. 

 

B. Sentencia T-019 de 2017 

 

1. En la sentencia T-019 de 2017, después de realizar un recuento normativo y 

jurisprudencial sobre el beneficio de libertad condicional, el ámbito de validez 

temporal y el principio de favorabilidad en materia penal, la Sala Cuarta de Revisión 

de la Corte Constitucional determinó que las decisiones judiciales demandadas 

habían incurrido en un defecto sustantivo al resolver la solicitud de libertad 

condicional. Ello, en la medida en que “desconocieron las normas consagradas en 

la Constitución Política, el Código Penal y de Procedimiento Penal relativas a que 

la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de 

preferencia, a la restrictiva o desfavorable, lo cual rige también para los 

condenados”. Por ende, las dejó sin efectos y ordenó al juez competente: 

 



 

 

 

 

“resolver, en el término de 15 días, contados desde la notificación del presente 

proveído, la petición a que se contrae el asunto sub examine, teniendo en cuenta 

que en el caso concreto es aplicable la Ley 890 de 2004, a efectos de estudiar la 

petición de libertad condicional, en virtud del principio de favorabilidad, decisión que 

deberá contener la previa valoración de la gravedad de la conducta punible, análisis 

que habrá de recaer sobre el contenido de la sentencia condenatoria, y que puede 

llevar a que el juez conceda o niegue el subrogado”. 

 

C. Trámite posterior a la sentencia T-019 de 2001 

 

i) Analizó la procedencia del mecanismo de la libertad condicional acudiendo al 

artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que no tiene en cuenta la prohibición de 

subrogados prevista en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 para, entre otros delitos, 

el secuestro extorsivo, uno por el cual fue condenado el actor, entre otros. 

ii) Estudió el monto de la pena que debía cumplirse, con fundamento en el artículo 

30 de la Ley 1709 de 2014, que resultaba más favorable. 

 

iii) Consideró que la conducta cometida era grave, en tanto afectó de manera directa 

la tranquilidad y la paz del núcleo familiar. 

 

iv) Estimó que su comportamiento en el establecimiento penitenciario no había sido 

bueno, pues obraban informes refiriéndola como “mala” y “regular”. 

 



 

 

 

 

Esas consideraciones condujeron al Juez 10 de E.P.M.S de Bogotá a negar la 

libertad condicional, en tanto uno de los requisitos para que ella procediera consistía 

en el examen de la gravedad de la conducta punible. Por ello, la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia encontró que se dio cumplimiento a lo dispuesto por la 

Corte Constitucional en la sentenciaT-019 de 2017. 

 

II. CONSIDERACIONES 

1. Para la Corte Constitucional, el cumplimiento de las providencias judiciales 

“constituye un imperativo del Estado social de derecho, es fundamento de la 

democracia y hace parte de los derechos fundamentales al debido proceso y 

al acceso a la administración de justicia”[3]. Adicionalmente, ha considerado 

que se trata de una garantía que no se agota con la presentación del conflicto 

ante el funcionario competente, sino que supone que lo decidido se cumpla 

efectivamente, para lograr el restablecimiento de los derechos vulnerados[4]. 

Ello cobra mayor importancia cuando se trata de acciones de tutela, por 

cuanto la inobservancia del fallo prolonga la vulneración del derecho 

fundamental protegido y constituye una afectación de las garantías 

constitucionales antes mencionadas[5]. 

 

2. Por regla general, el juez de tutela de primera instancia “conserva la competencia 

para dictar órdenes que aseguren que el derecho sea plenamente restablecido o las 

causas de la amenaza sean eliminadas”[6], aun cuando la orden haya sido proferida 

en segunda instancia o en sede de revisión[7]. Esa competencia: 

 

 



 

 

 

 

“i) obedece a una interpretación sistemática del decreto 2591 de 1991, ii) genera 

claridad en términos de seguridad jurídica, al desarrollar el principio de igualdad en 

los procedimientos judiciales, iii) está en armonía con el principio de inmediación del 

trámite de tutela y, iv) protege la eficacia de la garantía procesal en que consiste el 

grado jurisdiccional de consulta”[8]. No obstante, de manera excepcional, esta 

Corporación está en capacidad de reasumir la competencia, tanto para promover el 

cumplimiento de sus sentencias de manera directa, como para dar trámite al 

incidente de desacato, en las siguientes circunstancias: 

 

i) Cuando el juez a quien le compete pronunciarse sobre el cumplimiento de la 

sentencia dictada por la Corte, no adopta medidas conducentes para ese efecto; 

 

ii) Cuando se ha presentado un manifiesto incumplimiento de las órdenes de tutela, 

sin que el juez de primera instancia haya podido adoptar las medidas que hagan 

efectiva la orden de protección, o cuando dichas medidas han sido insuficientes o 

ineficaces; 

 

iii) Cuando el juez de primera instancia ha ejercido su competencia y la 

desobediencia persiste; 

 

iv) Cuando la autoridad desobediente es una Alta Corte, pues las mismas no tienen 

superior funcional que pueda conocer de la consulta sobre la sanción por desacato; 

 



 

 

 

 

v) Cuando resulte imperioso salvaguardar la supremacía e integridad del 

ordenamiento constitucional; 

 

vi) Cuando la intervención de la Corte sea indispensable para la protección efectiva 

de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados; 

  

vii) Cuando en presencia de un estado de cosas inconstitucional, que afecta a un 

conjunto amplio de personas, se han emitido órdenes complejas, para cuya 

efectividad es necesario un permanente seguimiento y la adopción de nuevas 

determinaciones, de acuerdo con las circunstancias de una situación que se 

prolonga en el tiempo[9]. 

 

2. En el caso bajo estudio, se tiene que la orden de la Corte Constitucional 

consistía en que el juez competente resolvería la solicitud de la libertad 

condicional con fundamento en el artículo 5 de la Ley 890 de 2004 que 

modificó el artículo 64 del Código Penal. Este Tribunal encontró que al 

momento de la comisión de la conducta estaba vigente la prohibición del 

beneficio de libertad condicional para, entre otros, el delito de secuestro 

extorsivo por el cual fue condenado el actor, en virtud de la Ley 733 de 2002. 

Así mismo, indicó que la Ley 890 de 2004 había eliminado esa prohibición, 

pero que ella empezó a regir el 1º de enero de 2007 en el distrito judicial en 

el que fue juzgado el actor, por lo que no estaba vigente cuando incurrió en 

el delito. 

3.  



 

 

 

 

La Corte Constitucional consideró que las providencias que negaron la libertad 

condicional habían incurrido en un defecto sustantivo en la medida que no aplicaron 

la Ley 890 de 2004 al resolver sobre el beneficio, pese a que constituía un trato más 

favorable para el solicitante. Por tanto, dejó sin efectos las decisiones judiciales que 

resolvieron la petición de libertad condicional y ordenó proferir una nueva decisión 

teniendo en cuenta la citada norma. Ella permite la aplicación del beneficio de 

libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad, previa valoración 

de la gravedad de la conducta punible, y cuando la persona haya cumplido las dos 

terceras partes de la pena, tenga buena conducta durante el tratamiento 

penitenciario, y haya pagado la totalidad de la multa y de la reparación a la víctima. 

 

Advirtió que la valoración de la conducta punible tendría en cuenta el contenido de 

la sentencia condenatoria, tanto en lo favorable como en lo desfavorable, y que ello 

podría conducir a la negativa de la solicitud del subrogado. 

 

Conforme lo habla el código penitenciario y carcelario Inpec. 

 

Hechos 

Estoy condenado a la pena principal de 25 años 6 meses por el delito de secuestro 

extorsivo con una multa de 5100 SMLMV en las cuales tengo entre físico y redimido 

223 meses más redención de pena hasta el 21 de diciembre de 2018 eso me notifica 

el señor juez 18 de E.P.M.S de Bogotá sumado hasta marzo del 2023 mi redención 

de pena más tiempo sumaría más de 230 meses en los tiempos entre físico y 

redimido que hace falta estaría a 60 meses a la pena cumplida, le he tenido un  



 

 

 

 

tratamiento penitenciario acorde a mi condena en fecha 10-03-2015 estaba 

clasificado en fase de alta 02-11-2017 estaba en clasificación en mediana y 02-11- 

2017 clasificado en mínima seguridad también mi conducta ha sido desde el 16-08- 

207 hasta la fecha en curso marzo 2022 en grado de ejemplar conforme lo habla el 

código penitenciario carcelario ley 65 de 1993 reducciones 6349 2016 137 

resolución 7302 del 20 05 artículo 471 del c.p.  

 

Artículo 471. Solicitud. El condenado que se hallare en las Circunstancias previstas 

en el Código Penal podría solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de 

seguridad la libertad condicional, acompañando la resolución favorable del consejo 

de disciplina, o en su defecto del director del respectivo establecimiento carcelario, 

copta de la cartilla biográfica y los demás documentos que los requisitos exigidos 

en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro de los tres 

(3) días siguientes. 

 

Si se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es requisito imprescindible para 

poder otorgar la libertad condicional. (subrayado y negrilla fuera de texto). 

 

La sentenciada considera que cumple con los requisitos para acceder a la libertad 

condicional y que las determinaciones de primera y segunda instancia en cuanto a 

ese beneficio se ha afincado en la valoración de la conducta punible. 

 

La libertad condicional no solamente conlleva el cumplimiento de los factores 

objetivos, sino también subjetivos y procesales, pero con trascendencia sustancial. 



 

 

 

 

Dentro de los procesales, pero con trascendencia sustancia se puede encontrar que 

se deben evaluar la calificación de la conducta en sus dos aristas. 

 

1. La conducta dentro de las actividades de trabajo, estudio o enseñanza; de 

acuerdo con el artículo 137 de la resolución 6349 de 2016. 

 

La conducta disciplinaria dentro del centro de reclusión; en armonía con el artículo 

121 del código penitenciario y carcelario, como el artículo 136 de la resolución 6349 

de 2016. 

 

Es claro que hay dos conductas que se deben tener a lo largo del tratamiento 

progresivo penitenciario, que es la derivada de la calificación dentro de las 

actividades de redención de pena. 

 

Mientras que la calificación disciplinaria en el centro de reclusión se establece del 

comportamiento de convivencia con los compañeros de reclusión, el trato hacia los 

servidores dcl INPEC, los funcionarios que 105 centros penitenciarios y el 

cumplimiento del régimen disciplinario interno en o el centro de reclusión en los que 

haya estado privado de la libertad a lo largo de todo el tratamiento. 

 

Es exequible por derecho al debido proceso artículo 29 de la C.N la Sentencia C757 

del 2014, mi libertad condicional por mi tratamiento penitenciario. 

 



 

 

 

 

Pido muy respetuosamente a la alcaldía mayor de Bogotá para subir en el dedito el 

perdón público conforme lo habla el artículo 44 de la ley 975 del 2005 por los hechos 

ocasionados dentro de esta sentencia condenatoria por los delitos secuestro 

extorsivo, en las cuales tengo una resolución favorable conforme lo hablo al artículo 

471. 

 
También muy respetuosamente pido una vigilancia especial dentro de esta solicitud 

de libertad condicional a la procuraduría general de la nación a la personería para 

que me den una vigilancia especial dentro está solitud de libertad condicional ya 

que he tenido tratamiento penitenciario y por derecho al debido proceso artículo 29 

de la Constitución nacional tengo derecho a la sentencia C-757 del 2014 por tener 

tratamiento penitenciario dentro mi condena para poder gozar de mi beneficio. 

 

CONSIDERACIONES Y PRETENSIONES. 

Pido señor honorable Juez 10 de E.P.M.S de Bogotá me sea amparada esta 

apelación y reposición con recurso de súplica para mi libertad condicional, tengo 

resocialización dentro de mí sentencia condenatoria también hay una sentencia por 

favorabilidad pido me sea otorgado mi libertad condicional. La fecha de mi captura 

fue el 14 de mayo de 2007. 

 

Pido muy respetuosamente a la procuraduría general de la nación conforme lo habla 

el artículo 36 del decreto 262 del 2000 de resolución 372 del 2020 una vigilancia 

especial dentro de este proceso para mis beneficios administrativos de mi libertad 

condicional ya que cumplo con la parte objetiva y subjetiva de esta sentencia 

condenatoria. 



 

 

 

 

También dentro de los deberes de la defensoría conforme lo habla el artículo 162 

de la ley 24 de 1994 el artículo 282 pido muy respetuosamente sea revisado mi 

proceso de mi libertad condicional. 

 

El derecho al debido proceso artículo 29 de la Constitución Nacional a la igualdad 

artículo 13 de la Constitución Nacional a la ley más favorable conforme lo habla la 

ley 600 de 2000 artículo 79 y artículo 38 de la ley 906 de 2004 ley 890 de 2000 

numeral 5. O la ley 599 del 2000 artículo 64 donde se reforma con el artículo 30 de 

la ley 1709 del 2014. 

 

Requisito fue modificado, no fue eliminado en la nueva ley, por lo que se procederá 

de conformidad. 

 

En punto de la valoración de la conducta punible, debe indicarse que esta se hace 

desde la perspectiva de la necesidad de cumplir una pena ya impuesta, en el 

entendido que la libertad condicional no es un subrogado al que se accede de 

manera automática cuando se cumplen estos requisitos formales, sino que el mismo 

depende de la valoración que haga el funcionario Judicial encargado del 

cumplimiento de la sanción, en torno a verificar el comportamiento y conducta 

desplegada por el condenado en el centro carcelario frente a los hechos delictuales 

o Si se quiere la naturaleza del delito que permite advertir la personalidad del 

sentenciado, Con el fin de sopesar si subsiste o no la necesidad de continuar el 

 

 



 

 

 

 

Cumplimiento de los fines de la sanción penal, los cuales además apuntan a la 

readaptación del reo y a la protección de la comunidad. 

 

Frente a la valoración de la conducta punible que debe efectuar el Juez de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad la H. Corte Constitucional se pronunció en 

Sentencia del 2014 de fecha 15 de octubre de 2014 Magistrada Ponente Dra. Gloria 

Stella Ortiz Delgado, decisión en la cual se estudió la exequibilidad del artículo 30 

parcial de la Ley 1/0 de 2014, norma que modificó el artículo 64 del Código penal y 

supeditó el otorgamiento de la libertad condicional a la "previa valoración de la 

conducta punible y suprimió el término "gravedad", por lo que concluyó la Corte en 

dicha decisión lo siguiente: 

 

...... 36 Sin embargo, como se dijo anteriormente, el artículo 30 de la 1709 de 2014 

excluyo la referencia a la gravedad de la conducta punible, con lo cual el juez de 

ejecución de penas puede entrar a valorar también otros aspectos y elementas de 

dicha conducta. La sola ampliación del conjunto de elementos que debe tener en 

cuenta el juez para adoptar una decisión en relación con la libertad condicional de 

Condenado no representa, por sí misma, un problema. En la Sentencia T-28 de 

2000 antes citada, la Corte avalo esta posibilidad en relación con decisiones de los 

Jueces de ejecución de penas durante la Vigencia del Código Penal anterior, en el 

cual estos debían tener en cuenta los antecedentes de los condenados y su 

personalidad. Ello permite al Juez de ejecución de penas recoger un mayor número 

de elementos de contexto en relación con la conducta punible que pueden en cuenta 

ser favorables al condenado. De tal modo que la ampliación del conjunto de 

elementos a tener en cuenta a la hora de decidir sobre la libertad condicional no 

constituye por sí misma un defecto de constitucionalidad... 



 

 

 

 

“...48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los 

Jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenados para decidir acerca de su libertad condicional es exequible a la luz de 

los principios de la non bis in idem, del juez natural (CP. art. 29) y de separación de 

poderes (CP. art. 113. 

49. Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los tratados de 

derechos humanos en el orden interno (C.P dl. S3), pues no desconoce el deber del 

estado de atender de manera primordial las funciones de resocialización y 

prevención especial Positiva de la pena libertad (Pacto internacional de Derechos 

Civiles y Políticos art. 10.3 y Convención Americana de Derechos Humanos art. 5.6) 

 

50. Sin embargo, Si se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los Jueces de 

Ejecución de Penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad 

condicional Sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma que exige 

que los Jueces de ejecución de Penas valoren a conducta punible de las personas 

condenados a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad 

condicional es exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las 

circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el Juez penal en la 

sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento dela 

libertad condicional. 

 

51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de Penas y medidas 

de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión 

“previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709  



 

 

 

 

de 2014, en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable 

a los condenados...” 

 

De igual manera, la Corte Constitucional mediante la sentencia T-640 de 2017 del 

17 de octubre de 2017, con ponencia del H. Magistrado Antonio José Ocampo, 

reitero que para la concesión de la libertad condicional es indispensable que 

acatando lo dispuesto en el art. 64 del Código Penal, modificado por el art. 30 de la 

 

Ley 1709 y la pluricitada providencia C-757 de 2014, se realice esto "previa 

valoración de la conducta punible” conforme al contenido de la sentencia 

condenatoria y determine el cumplimiento de los presupuestos exigidos en la norma 

en cita. 

 

Al respecto señaló: 

Así, los jueces competentes para decidir acerca de una solicitud de libertad 

condicional deben interpretar y aplicar el inciso 1° del artículo 30 de la Ley 1709 de 

2014, tal como fue condicionado en la sentencia C-757 de 2014, esto es, bajo el 

entendido de que la valoración que realice de la conducta punible tenga en cuenta 

las circunstancias, elementos y consideraciones por el Juez penal en la sentencia 

condenatoria, sean estas favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad 

condicional. 

 

Entonces, una vez haya valorado la conducta punible, a continuación, verificara el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las tres  



 

 

 

 

quintas (35) partes de la pena; (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento 

durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita Suponer 

fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena en 

establecimiento penitenciario o carcelario, y (iii) que demuestre arraigo familiar y 

social. 

 

Por su parte la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en decisión 

emitida el 19 de noviembre de 2019, bajo el radicado 2019-15806 (107644), con 

ponencia de la H. Magistrada Patricia Salazar Cuéllar, reseño: 

 

“(...) i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la 

alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes 

jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con 

prohibiciones expresas trente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 68A del 

 

Código Penal. 

En este sentido, la valoración no puede hacerse tampoco, con base en criterios 

morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de las distintas 

pautas que informan las decisiones de los Jueces no puede hallarse en las 

diferentes visiones de los valores morales, sino en los principios constitucionales. 

 

ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta 

punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibilidad,  



 

 

 

 

los agravantes y los atenuantes entre otras, por lo que el Juez de ejecución de penas 

debe valorar, por igual todas y cada una de estas. 

 

iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el 

Juez que profiere la sentencia condenatoria, este es solo uno de los distintos 

factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre 

la libertad condicional, pues este dato, debe armonizarse con el Comportamiento 

del procesado en prisión y l0s demás elementos útiles que permitan analizar la 

necesidad de continuar con la ejecución de pena privativa de la libertad, como bien 

lo es, por ejemplo, la participación del condenado en las actividades programadas 

en la estrategia de readaptación social en el proceso de resocialización. 

 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta punible esto es, en el 

caso concreto solo al bien jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, 

como motivación suficiente para la concesión del subrogado peal. 

 

Esto, por supuesto, no significa que el Juez de ejecuto de penas no pueda referirse 

a la lesividad a conducta punible para valorarla, sino que no puede quedarse allí. 

 

Debe, por el contrario, realzar el análisis completo. 

v) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para garantizar 

la igualdad y seguridad a jurídica, pues supone la evaluación de cada situación en 

detalle y justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado al que pueda Ilegar el 

Juez de ejecución de penas para cada condenado. 



 

 

 

 

Ahora, en reciente decisión emitida el 14 de julio de 2020, en el radicado No. 

1057/110998, Ponencia del H. Magistrado Hugo Quintero Bernate, la Sala de 

Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia reseño: el examen que debe 

efectuar el juez de ejecución de penas al momento de determinar la Viabilidad del 

beneficio de la libertad condicional esta Sala en un caso similar (sentencia 

STP15806- 2019) advirtió que dicho análisis debe realizarse en su integridad, esto 

es, conforme lo declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria, en la 

que además de la gravedad y modalidad de la Conducta, impera analizar las 

circunstancias de mayor o menor punibilidad, teniendo en cuenta los aspectos tanto 

negativos como favorables de la sentencia, lo cual debe ser armonizado con el 

comportamiento del procesado en prisión y los demás datos útiles que permitan 

analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa de la 

libertad, como bien lo es la participación del Condenado en las actividades 

programadas en la estrategia de readaptación social en el proceso de 

resocialización. 

 

Lo anterior, supone la evaluación de cada situación en detalle y justifica, en cada 

caso, el tratamiento diferenciado al que pueda llegar el juez de ejecución de penas 

para cada condenado. 

 

En el asunto bajo estudio, los jueces de primera y segunda instancia examinaron la 

solicitud de MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ al artículo 30 de la Ley 1709 de 

2014 y la Sentencia C-757 de 2014 y con fundamento en ello negaron el subrogado 

de la libertad condicional. 

 



 

 

 

 

De antemano quedo muy agradecido y a la espera de una pronta respuesta. 

 
Atentamente, 

 

MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ 

C.C N° 80.809.093 

TELÉFONOS: 323 726 0751 – 322 765 0779 – 320 979 2574 

CORREOS:sierraluis719@gmail.com liberjusproyectospospenado@gmail.com 

FACEBOOK: LIBERJUS LIBERTAD Y JUSTICIA 

Instagram: fundación_liberjus 

Dirección: Carrera 48 N° 1-101 transversal 48 Barrio León 13 Villavicencio - Meta. 
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Bogotá D.C, junio 26 de 2023. 

 

SEÑORES: 

HONORABLE JUEZ 10 DE E.P.M.S DE BOGOTÁ 

OFICINA JURÍDICA COMEB 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACION 

 

Referencia: Reposición y apelación conforme lo habla el artículo 194 de la ley 600, 

auto 2007-03598-00 de fecha 16 de junio de 2023, para libertad condicional 

valoración de la conducta punible no es razón suficiente para negar la concesión 

del subrogado penal ley 599 de 2000 artículo 64 reforma al artículo 30 de la ley 1709 

de 2014 AP2977-2022(61471). Sentencia C-757 de 2014 y C-194105. 

 
Proceso N° 11001-31-07-007-2007-03598-00. 

 
Cordial Saludo. 

 

MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ, identificado con C.C N° 80.809.093, muy 

respetuosamente me dirijo a ustedes para presentar la libertad condicional con 

normas jurídicas aplicables al proceso ley 599 de 2000 artículo 64 reformado 

artículo 30 parcial de la ley 1709 de 2014 con favorabilidad a lo ordenado en las 

sentencias C-757 de 2014 y C-194 de 2005, AP29772022(61471). Por el derecho 

al debido proceso artículo 29 de la Constitución Nacional. 



 

 

 

 

En fecha 14 de marzo del 2023 presenté mi libertad condicional con el 

perdón público y la prescripción de la multa en fecha 27 de abril del 2023 el 

señor juez me niega la libertad condicional por la conducta punible por los 

hechos cometidos dentro de esta sentencia condenatoria. En las cuales en 

respuesta del cobro coactivo el 28 de marzo del 2023 el artículo cuarto 

modificado por el artículo tercero de la ley 1709 del 2014 las penas medidas 

de seguridad el párrafo primero en ningún caso el goce efectivo el derecho 

a la libertad aplicación del mecanismo sustantivo a la pena privado de la 

libertad o cualquier medio otro beneficio judicial administrativo podrá estar 

concedido el pago a la multa. 

 

El artículo 64 de la ley 599 del 2000 reformado con el artículo 30 de la ley 

17 09 y la ley 1121 del 2006 el artículo 26 que me excluye mi beneficios 

administrativos por la conducta ponible dentro de mi sentencia condenatoria 

pero tenga en cuenta señor honorable juez que la honorable corte suprema 

de justicia con favorabilidad la ley 600 y al artículo 79 del artículo 13 de la 

Constitución nacional y a la ley 890 del 2004 numeral quinto he tenido un 

tratamiento penitenciario carcelario conforme lo habla el artículo 121 de la 

ley 65 de 1993 y los artículos 100 101 y 99 con la resolución 6349 del 2016 

en las clasificación de fases que he tenido dentro de esta sentencia 

condenatoria como resocialización dentro de mi sentencia condenatoria es 

contado he tenido un tratamiento de clasificación de fases pido que por 

derecho al debido proceso y a la igualdad me sean parada mi libertad a mi 

resocialización que he tenido dentro de esta sentencia condenatoria. 

 



 

 

 

 

Precedentes jurisprudenciales: 

 
Corte constitucional sentencia T-64117 de octubre 2017 MP Antonio José 

Lizarazo Ocampo. 

 
Corte constitucional sentencia C-757 15 de octubre de 2014 MP Gloria 

Stella Ortiz Delgado. 

 
Corte suprema de justicia rad6 1471 api 29 77 12 de julio de 2022 MP 

Fernando León Bolaño. 

 
Corte suprema de justicia rad.61616ap 334 8 de 27 de julio de 2022 MP 

Fabio Espitia Garzón. 

 

Corte suprema de justicia Herrera de punto 10764 4 del 19 de noviembre 

de 2019 MP Patricia Salazar Cuéllar. 

 
Corte suprema de justicia rad 12 71 18 STP 14891 de 01 de noviembre 

2022 MP José Francisco Acuña Vizcaya. 

 

Hechos 

Estoy condenado a la pena principal de 25 años 6 meses por el delito de secuestro 

extorsivo con una multa de 5100 SMLMV en las cuales tengo entre físico y redimido  

 



 

 

 

 

223 meses más redención de pena hasta el 21 de diciembre de 2018 eso me notifica 

el señor juez 18 de E.P.M.S de Bogotá sumado hasta marzo del 2023 mi redención 

de pena más tiempo sumaría más de 230 meses en los tiempos entre físico y 

redimido que hace falta estaría a 60 meses a la pena cumplida, le he tenido un 

tratamiento penitenciario acorde a mi condena en fecha 10-03-2015 estaba 

clasificado en fase de alta 02-11-2017 estaba en clasificación en mediana y 02-11-

2017 clasificado en mínima seguridad también mi conducta ha sido desde el 16-08-

207 hasta la fecha en curso marzo 2022 en grado de ejemplar conforme lo habla el 

código penitenciario carcelario ley 65 de 1993 reducciones 6349 20 16 137 

resolución 7302 del 20 05 artículo 471 del c.p. 

 

B.   Sentencia T-019 de 2017 

 

1.                En la sentencia T-019 de 2017, después de realizar un recuento normativo 

y jurisprudencial sobre el beneficio de libertad condicional, el ámbito de validez 

temporal y el principio de favorabilidad en materia penal, la Sala Cuarta de Revisión 

de la Corte Constitucional determinó que las decisiones judiciales demandadas 

habían incurrido en un defecto sustantivo al resolver la solicitud de libertad 

condicional. Ello, en la medida en que “desconocieron las normas consagradas en 

la Constitución Política, el Código Penal y de Procedimiento Penal relativas a que 

la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará sin excepción, de 

preferencia, a la restrictiva o desfavorable, lo cual rige también para los 

condenados”. Por ende, las dejó sin efectos y ordenó al juez competente: 

 

 



 

 

 

 

 “resolver, en el término de 15 días, contados desde la notificación del presente 

proveído, la petición a que se contrae el asunto sub examine, teniendo en cuenta 

que en el caso concreto es aplicable la Ley 890 de 2004, a efectos de estudiar la 

petición de libertad condicional, en virtud del principio de favorabilidad, decisión que 

deberá contener la previa valoración de la gravedad de la conducta punible, análisis 

que habrá de recaer sobre el contenido de la sentencia condenatoria, y que puede 

llevar a que el juez conceda o niegue el subrogado”. 

 

C.   Trámite posterior a la sentencia T-019 de 2001 

 

i)                   Analizó la procedencia del mecanismo de la libertad condicional 

acudiendo al artículo 5º de la Ley 890 de 2004, que no tiene en cuenta la prohibición 

de subrogados prevista en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 para, entre otros 

delitos, el secuestro extorsivo, uno por el cual fue condenado el actor, entre otros. 

 

ii)                Estudió el monto de la pena que debía cumplirse, con fundamento en el 

artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, que resultaba más favorable. 

 

iii)              Consideró que la conducta cometida era grave, en tanto afectó de manera 

directa la tranquilidad y la paz del núcleo familiar. 

 

iv)              Estimó que su comportamiento en el establecimiento penitenciario no 

había sido bueno, pues obraban informes refiriéndola como “mala” y “regular”.  



 

 

 

 

Esas consideraciones condujeron al Juez 10 de E.P.M.S de Bogotá a negar la 

libertad condicional, en tanto uno de los requisitos para que ella procediera consistía 

en el examen de la gravedad de la conducta punible. Por ello, la Sala Penal de la 

Corte Suprema de Justicia encontró que se dio cumplimiento a lo dispuesto por la 

Corte Constitucional en la sentenciaT-019 de 2017.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

1.                Para la Corte Constitucional, el cumplimiento de las providencias 

judiciales “constituye un imperativo del Estado social de derecho, es fundamento de 

la democracia y hace parte de los derechos fundamentales al debido proceso y al 

acceso a la administración de justicia”[3]. Adicionalmente, ha considerado que se 

trata de una garantía que no se agota con la presentación del conflicto ante el 

funcionario competente, sino que supone que lo decidido se cumpla efectivamente, 

para lograr el restablecimiento de los derechos vulnerados[4]. Ello cobra mayor 

importancia cuando se trata de acciones de tutela, por cuanto la inobservancia del 

fallo prolonga la vulneración del derecho fundamental protegido y constituye una 

afectación de las garantías constitucionales antes mencionadas[5]. 

 

2.                Por regla general, el juez de tutela de primera instancia “conserva la 

competencia para dictar órdenes que aseguren que el derecho sea plenamente 

restablecido o las causas de la amenaza sean eliminadas”[6], aun cuando la orden 

haya sido proferida en segunda instancia o en sede de revisión[7]. Esa competencia: 

“i) obedece a una interpretación sistemática del decreto 2591 de 1991, ii) genera 

claridad en términos de seguridad jurídica, al desarrollar el principio de igualdad en  



 

 

 

 

los procedimientos judiciales, iii) está en armonía con el principio de inmediación del 

trámite de tutela y, iv) protege la eficacia de la garantía procesal en que consiste el 

grado jurisdiccional de consulta”[8]. No obstante, de manera excepcional, esta 

Corporación está en capacidad de reasumir la competencia, tanto para promover el 

cumplimiento de sus sentencias de manera directa, como para dar trámite al 

incidente de desacato, en las siguientes circunstancias:  

 

i)                   Cuando el juez a quien le compete pronunciarse sobre el cumplimiento 

de la sentencia dictada por la Corte, no adopta medidas conducentes para ese 

efecto; 

 

ii)                Cuando se ha presentado un manifiesto incumplimiento de las órdenes 

de tutela, sin que el juez de primera instancia haya podido adoptar las medidas que 

hagan efectiva la orden de protección, o cuando dichas medidas han sido 

insuficientes o ineficaces; 

 

iii)              Cuando el juez de primera instancia ha ejercido su competencia y la 

desobediencia persiste; 

 

iv)              Cuando la autoridad desobediente es una Alta Corte, pues las mismas 

no tienen superior funcional que pueda conocer de la consulta sobre la sanción por 

desacato; 

 



 

 

 

 

v)                Cuando resulte imperioso salvaguardar la supremacía e integridad del 

ordenamiento constitucional; 

 

vi)              Cuando la intervención de la Corte sea indispensable para la protección 

efectiva de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados; 

 

vii)           Cuando en presencia de un estado de cosas inconstitucional, que afecta 

a un conjunto amplio de personas, se han emitido órdenes complejas, para cuya 

efectividad es necesario un permanente seguimiento y la adopción de nuevas 

determinaciones, de acuerdo con las circunstancias de una situación que se 

prolonga en el tiempo[9]. 

 

3.                En el caso bajo estudio, se tiene que la orden de la Corte Constitucional 

consistía en que el juez competente resolvería la solicitud de la libertad condicional 

con fundamento en el artículo 5 de la Ley 890 de 2004 que modificó el artículo 64 

del Código Penal. Este Tribunal encontró que al momento de la comisión de la 

conducta estaba vigente la prohibición del beneficio de libertad condicional para, 

entre otros, el delito de secuestro extorsivo por el cual fue condenado el actor, en 

virtud de la Ley 733 de 2002. Así mismo, indicó que la Ley 890 de 2004 había 

eliminado esa prohibición, pero que ella empezó a regir el 1º de enero de 2007 en  

el distrito judicial en el que fue juzgado el actor, por lo que no estaba vigente cuando 

incurrió en el delito. 

 

 



 

 

 

 

La Corte Constitucional consideró que las providencias que negaron la libertad 

condicional habían incurrido en un defecto sustantivo en la medida que no aplicaron 

la Ley 890 de 2004 al resolver sobre el beneficio, pese a que constituía un trato más 

favorable para el solicitante. Por tanto, dejó sin efectos las decisiones judiciales que 

resolvieron la petición de libertad condicional y ordenó proferir una nueva decisión 

teniendo en cuenta la citada norma. Ella permite la aplicación del beneficio de 

libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad, previa valoración 

de la gravedad de la conducta punible, y cuando la persona haya cumplido las dos 

terceras partes de la pena, tenga buena conducta durante el tratamiento 

penitenciario, y haya pagado la totalidad de la multa y de la reparación a la víctima. 

Advirtió que la valoración de la conducta punible tendría en cuenta el contenido de 

la sentencia condenatoria, tanto en lo favorable como en lo desfavorable, y que ello 

podría conducir a la negativa de la solicitud del subrogado. 

 

Conforme lo habla el código penitenciario y carcelario Inpec. 

 

Artículo 471. Solicitud. El condenado que se hallare en las Circunstancias 

previstas en el Código Penal podría solicitar al juez de ejecución de penas y 

medidas de seguridad la libertad condicional, acompañando la resolución favorable 

del consejo de disciplina, o en su defecto del director del respectivo establecimiento 

carcelario, copta de la cartilla biográfica y los demás documentos que los requisitos 

exigidos en el Código Penal, los que deberán ser entregados a más tardar dentro 

de los tres (3) días siguientes. 

 
 



 

 

 

 

Si se ha impuesto pena accesoria de multa, su pago es requisito imprescindible para 

poder otorgar la libertad condicional. (subrayado y negrilla fuera de texto). 

 

La sentenciada considera que cumple con los requisitos para acceder a la libertad 

condicional y que las determinaciones de primera y segunda instancia en cuanto a 

ese beneficio se han afincado en la valoración de la conducta punible. 

 
La libertad condicional no solamente conlleva el cumplimiento de los factores 

objetivos, sino también subjetivos y procesales, pero con trascendencia sustancial. 

 

Dentro de los procesales, pero con trascendencia sustancia se puede encontrar que 

se deben evaluar la calificación de la conducta en sus dos aristas. 

 

1. La conducta dentro de las actividades de trabajo, estudio o enseñanza; de 

acuerdo con el artículo 137 de la resolución 6349 de 2016. 

La conducta disciplinaria dentro del centro de reclusión; en armonía con el artículo 

121 del código penitenciario y carcelario, como el artículo 136 de la resolución 6349 

de 2016. 

 

Es claro que hay dos conductas que se deben tener a lo largo del tratamiento 

progresivo penitenciario, que es la derivada de la calificación dentro de las 

actividades de redención de pena. 

 
 



 

 

 

 

Mientras que la calificación disciplinaria en el centro de reclusión se establece del 

comportamiento de convivencia con los compañeros de reclusión, el trato hacia los 

servidores dcl INPEC, los funcionarios que 105 centros penitenciarios y el 

cumplimiento del régimen disciplinario interno en o el centro de reclusión en los que 

haya estado privado de la libertad a lo largo de todo el tratamiento. 

 
Es exequible por derecho al debido proceso artículo 29 de la C.N la Sentencia C-

757 del 2014...mi libertad condicional por mi tratamiento penitenciario. 

 

Pido muy respetuosamente a la alcaldía mayor de Bogotá para subir en el dedito el 

perdón público conforme lo habla el artículo 44 de la ley 975 del 2005 por los hechos 

ocasionados dentro de esta sentencia condenatoria por los delitos secuestro 

extorsivo, en las cuales tengo una resolución favorable conforme lo hablo al artículo 

471. 

 

También muy respetuosamente pido una vigilancia especial dentro de esta solicitud 

de libertad condicional a la procuraduría general de la nación a la personería para 

que me den una vigilancia especial dentro está solitud de libertad condicional ya 

que he tenido tratamiento penitenciario y por derecho al debido proceso artículo 29 

de la Constitución nacional tengo derecho a la sentencia C-757 del 2014 por tener 

tratamiento penitenciario dentro mi condena para poder gozar de mi beneficio. 

 

 

 



 

 

 

 

CONSIDERACIONES Y PRETENSIONES. 

Pido señor honorable Juez 10 De E.P.M.S de Bogotá, me sea otorgada mi libertad 

condicional tengo resocialización dentro de mí sentencia condenatoria también hay 

una sentencia por favorabilidad pido me sea otorgado mi libertad condicional. La 

fecha de mi captura fue el 14 de mayo de 2007. 

 

Pido muy respetuosamente a la procuraduría general de la nación conforme lo habla 

el artículo 36 del decreto 262 del 2000 de resolución 372 del 2020 una vigilancia 

especial dentro de este proceso para mis beneficios administrativos de mi libertad 

condicional ya que cumplo con la parte objetiva y subjetiva de esta sentencia 

condenatoria. 

 

También dentro de los deberes de la defensoría conforme lo habla el artículo 162 

de la ley 24 de 1994 el artículo 282 pido muy respetuosamente sea revisado mi 

proceso de mi libertad condicional. 

 
El derecho al debido proceso artículo 29 de la Constitución Nacional a la igualdad 

artículo 13 de la Constitución Nacional a la ley más favorable conforme lo habla la 

ley 600 de 2000 artículo 79 y artículo 38 de la ley 906 de 2004 ley 890 de 2000 

numeral 5. O la ley 599 del 2000 artículo 64 donde se reforma con el artículo 30 de 

la ley 1709 del 2014. 

 
Requisito fue modificado, no fue eliminado en la nueva ley, por lo que se procederá 

de conformidad. 

 



 

 

 

 

En punto de la valoración de la conducta punible, debe indicarse que esta se hace 

desde la perspectiva de la necesidad de cumplir una pena ya impuesta, en el 

entendido que la libertad condicional no es un subrogado al que se accede de 

manera automática cuando se cumplen estos requisitos formales, sino que el mismo 

depende de la valoración que haga el funcionario Judicial encargado del 

cumplimiento de la sanción, en torno a verificar el comportamiento y conducta 

desplegada por el condenado en el centro carcelario frente a los hechos delictuales 

o Si se quiere la naturaleza del delito que permite advertir la personalidad del 

sentenciado, Con el fin de sopesar si subsiste o no la necesidad de continuar el  

 

Cumplimiento de los fines de la sanción penal, los cuales además apuntan a la 

readaptación del reo y a la protección de la comunidad. 

 

Frente a la valoración de la conducta punible que debe efectuar el Juez de Ejecución 

de Penas y Medidas de Seguridad la H. Corte Constitucional se pronunció en  

 

Sentencia del 2014 de fecha 15 de octubre de 2014 Magistrada Ponente Dra. Gloria 

Stella Ortiz Delgado, decisión en la cual se estudió la exequibilidad del artículo 30 

parcial de la Ley 1/0 de 2014, norma que modificó el artículo 64 del Código penal y 

supeditó el otorgamiento de la libertad condicional a la "previa valoración de la 

conducta punible y suprimió el término "gravedad", por lo que concluyó la Corte en 

dicha decisión lo siguiente: 

 

 



 

 

 

 

...... 36 Sin embargo, como se dijo anteriormente, el artículo 30 de la 1709 de 2014 

excluyo la referencia a la gravedad de la conducta punible, con lo cual el juez de 

ejecución de penas puede entrar a valorar también otros aspectos y elementas de 

dicha conducta. La sola ampliación del conjunto de elementos que debe tener en 

cuenta el juez para adoptar una decisión en relación con la libertad condicional de  

 
Condenado no representa, por sí misma, un problema. En la Sentencia T-28 de 

2000 antes citada, la Corte avalo esta posibilidad en relación con decisiones de los 

Jueces de ejecución de penas durante la Vigencia del Código Penal anterior, en el 

cual estos debían tener en cuenta los antecedentes de los condenados y su 

personalidad. Ello permite al Juez de ejecución de penas recoger un mayor número 

de elementos de contexto en relación con la conducta punible que pueden en cuenta 

ser favorables al condenado. De tal modo que la ampliación del conjunto de 

elementos a tener en cuenta a la hora de decidir sobre la libertad condicional no 

constituye por sí misma un defecto de constitucionalidad... 

 
“...48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los 

Jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenados para decidir acerca de su libertad condicional es exequible a la luz de 

los principios de la non bis in idem, del juez natural (CP. art. 29) y de separación de 

poderes (CP. art. 113. 

 
49. Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los tratados de 

derechos humanos en el orden interno (C.P dl. S3), pues no desconoce el deber del 

estado de atender de manera primordial las funciones de resocialización y 

prevención especial Positiva de la pena libertad (Pacto internacional de Derechos 

Civiles y Políticos art. 10.3 y Convención Americana de Derechos Humanos art. 5.6) 



 

 
 

 

 

50. Sin embargo, Si se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los Jueces de 

Ejecución de Penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad 

condicional Sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, una norma que exige 

que los Jueces de ejecución de Penas valoren a conducta punible de las personas 

condenados a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad 

condicional es exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las 

circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el Juez penal en la 

sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de 

la libertad condicional. 

 

51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de Penas y medidas 

de seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión 

“previa valoración de la conducta punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 

de 2014, en todos aquellos casos en que tal condicionamiento les sea más favorable 

a los condenados...”  

 

De igual manera, la Corte Constitucional mediante la sentencia T-640 de 2017 del 

17 de octubre de 2017, con ponencia del H. Magistrado Antonio José Ocampo, 

reitero que para la concesión de la libertad condicional es indispensable que 

acatando lo dispuesto en el art. 64 del Código Penal, modificado por el art. 30 de la 

Ley 1709 y la pluricitada providencia C-757 de 2014, se realice esto "previa 

valoración de la conducta punible” conforme al contenido de la sentencia 

condenatoria y determine el cumplimiento de los presupuestos exigidos en la norma 

en cita. 



 

 
 

 

Al respecto señaló: 

 
Así, los jueces competentes para decidir acerca de una solicitud de libertad 

condicional deben interpretar y aplicar el inciso 1° del artículo 30 de la Ley 1709 de 

2014, tal como fue condicionado en la sentencia C-757 de 2014, esto es, bajo el 

entendido de que la valoración que realice de la conducta punible tenga en cuenta  

las circunstancias, elementos y consideraciones por el Juez penal en la sentencia 

condenatoria, sean estas favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad 

condicional. 

 
Entonces, una vez haya valorado la conducta punible, a continuación, verificara el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las tres 

quintas (35) partes de la pena; (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento 

durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita Suponer 

fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena en 

establecimiento penitenciario o carcelario, y (iii) que demuestre arraigo familiar y 

social. 

 

Por su parte la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en decisión 

emitida el 19 de noviembre de 2019, bajo el radicado 2019-15806 (107644), con 

ponencia de la H. Magistrada Patricia Salazar Cuéllar, reseño: 

 
“(...) i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad 

condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes 

jurídicos protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con  

 



 

 

 

 

prohibiciones expresas trente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 68A del 

Código Penal. 

 
En este sentido, la valoración no puede hacerse tampoco, con base en criterios 

morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de las distintas 

pautas que informan las decisiones de los Jueces no puede hallarse en las 

diferentes visiones de los valores morales, sino en los principios constitucionales. 

 

ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta 

punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibilidad, 

los agravantes y los atenuantes entre otras, por lo que el Juez de ejecución de penas 

debe valorar, por igual todas y cada una de estas. 

 
iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el 

Juez que profiere la sentencia condenatoria, este es solo uno de los distintos 

factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre 

la libertad condicional, pues este dato, debe armonizarse con el Comportamiento 

del procesado en prisión y l0s demás elementos útiles que permitan analizar la 

necesidad de continuar con la ejecución de pena privativa de la libertad, como bien 

lo es, por ejemplo, la participación del condenado en las actividades programadas 

en la estrategia de readaptación social en el proceso de resocialización. 

 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta punible esto es, en el 

caso concreto solo al bien jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, 

como motivación suficiente para la concesión del subrogado peal. 



 

 
 
 
 
 
 
Esto, por supuesto, no significa que el Juez de ejecuto de penas no pueda referirse 

a la lesividad a conducta punible para valorarla, sino que no puede quedarse allí. 

Debe, por el contrario, realzar el análisis completo. 

 
v) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para garantizar 

la igualdad y seguridad a jurídica, pues supone la evaluación de cada situación en 

detalle y justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado al que pueda Ilegar el 

Juez de ejecución de penas para cada condenado. 

 

Ahora, en reciente decisión emitida el 14 de julio de 2020, en el radicado No. 

1057/110998, Ponencia del H. Magistrado Hugo Quintero Bernate, la Sala de 

Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia reseño: el examen que debe 

efectuar el juez de ejecución de penas al momento de determinar la Viabilidad del 

beneficio de la libertad condicional esta Sala en un caso similar (sentencia 

STP15806- 2019) advirtió que dicho análisis debe realizarse en su integridad, esto 

es, conforme lo declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria, en la 

que además de la gravedad y modalidad de la Conducta, impera analizar las 

circunstancias de mayor o menor punibilidad, teniendo en cuenta los aspectos tanto 

negativos como favorables de la sentencia, lo cual debe ser armonizado con el 

comportamiento del procesado en prisión y los demás datos útiles que permitan 

analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena privativa de la 

libertad, como bien lo es la participación del Condenado en las actividades 

programadas en la estrategia de readaptación social en el proceso de 

resocialización. 

 

 



 

 

 

 

Lo anterior, supone la evaluación de cada situación en detalle y justifica, en cada 

caso, el tratamiento diferenciado al que pueda llegar el juez de ejecución de penas 

para cada condenado. 

 
En el asunto bajo estudio, los jueces de primera y segunda instancia examinaron la 

solicitud de MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ al artículo 30 de la Ley 1709 de 

2014 y la Sentencia C-757 de 2014 y con fundamento en ello negaron el subrogado 

de la libertad condicional. 

 
 
Atentamente, 

 
 
MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ 
C.C N° 80.809.093 
PABELLÓN N° 7 ESTRUCTURA 1 
TELÉFONOS: 322 726 0751 – 322 765 0779 – 320 979 2574 
CORREOS:sierraluis719@gmail.com liberjusproyectospospenado@gmail.com 
FACEBOOK: LIBERJUS LIBERTAD Y JUSTICIA 
Instagram: fundación_liberjus 
Dirección: Carrera 48 N° 1-101 transversal 48 Barrio León 13 Villavicencio - Meta. 
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RV:URGENTE- 43719- J10- D- BRG //LIBERTAD
CONDICIONAL MIGUEL CELY-cc80809093 CON
NORMAS JURÍDICAS APLICABLES A MI PROCESO
HONORABLE JUEZ 10 DE EPMS BOGOTA Y
OFICINA JURIDICA INPEC...PROCURADURÍA
GENERAL DE LA NACIÓN..

Mar 18/07/2023 11:12 AM

De: Luis Sierra <sierraluis719@gmail.com>
Enviado: jueves, 13 de julio de 2023 10:12 a. m.
Para: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion
Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
113-COBOG-PICOTA-3
<juridica.epcpicota@inpec.gov.co>; Juridica RCentral
<juridica.rcentral@inpec.gov.co>; Coordinacion Centro
Servicios Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá
- Bogotá D.C.
<coorcsejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: Re: LIBERTAD CONDICIONAL MIGUEL CELY-
cc80809093 CON NORMAS JURÍDICAS APLICABLES A
MI PROCESO HONORABLE JUEZ 10 DE EPMS BOGOTA Y
OFICINA JURIDICA INPEC...PROCURADURÍA GENERAL
DE LA NACIÓN..
 
Reposición y apelación, inciso cuarto del
artículo 194 de La ley 600 del 2000 dentro del
artículo 480 del código penal, dentro del auto
15 de junio de 2023 rad. 2007-03598-00
donde me niega la libertad condicional,
recurso de súplica conforme lo habla el
artículo 331-332-101 del código penal.
Solicitud de libertad condicional.
MIGUEL ANDRES CELY MARTINEZ,
identificado con C.C N° 80.809.093. Proceso
N° 11001-31-07-007-2007-03598-00.  JUEZ
10 DE E.P.M.S DE BOGOTÁ.  OFICINA
JURIDICA COMEB.

V Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado
Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá
- Bogotá D.C.

   

Para: Secretaria 2 Centro De

REPOSICION RECURSO DE S…
10 MB



Responder Reenviar
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El lun, 26 jun 2023 a las 16:30, Luis Sierra
(<sierraluis719@gmail.com>) escribió:

Reposición y apelación conforme lo habla el
artículo 194 de la ley 600, auto 2007-03598-
00 de fecha 16 de junio de 2023. MIGUEL
ANDRES CELY MARTINEZ. C.C N°
80.809.093. Proceso,  N° Proceso
11001-31-07-007-2007-03598-
00 Honorable Juez 10 De EPMS
Bogotá, Oficina Jurídica Inpec,
Procuraduría General De La Nación.

El jue, 4 may 2023 a las 8:59, Luis Sierra
(<sierraluis719@gmail.com>) escribió:

REPOSICION Y APELACION
MIGUEL CELY, C.C N° 80.809.093
CON NORMAS JURÍDICAS
APLICABLES A MI PROCESO,  N°
PROCESO 11001-31-07-007-2007-
03598-00 HONORABLE JUEZ 10
DE EPMS BOGOTÁ, OFICINA
JURÍDICA INPEC,
PROCURADURÍA GENERAL DE
LA NACIÓN.

---------- Forwarded message ---------
De: Luis Sierra <sierraluis719@gmail.com>
Date: mar, 14 mar 2023 a las 9:49
Subject: LIBERTAD CONDICIONAL MIGUEL
CELY-cc80809093 CON NORMAS JURÍDICAS
APLICABLES A MI PROCESO HONORABLE
JUEZ 10 DE EPMS BOGOTA Y OFICINA
JURIDICA INPEC...PROCURADURÍA GENERAL
DE LA NACIÓN..
To: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado
Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá
- Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.go
113-COBOG-PICOTA-3
<juridica.epcpicota@inpec.gov.co>, Juridica
RCentral <juridica.rcentral@inpec.gov.co>

ATENTAMENTE transcribe sierra luis 
Sierraluis719@gmail.com 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo
electrónico contiene información de la Rama
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Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de
este correo y lo recibió por error comuníquelo de
inmediato, respondiendo al remitente y
eliminando cualquier copia que pueda tener del
mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su
contenido, de hacerlo podría tener consecuencias
legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5
de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si
es el destinatario, le corresponde mantener
reserva en general sobre la información de este
mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos,
a no ser que exista una autorización explícita.
Antes de imprimir este correo, considere si es
realmente necesario hacerlo, recuerde que puede
guardarlo como un archivo digital.


